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El artículo “Riesgos para la democracia en México: Debili-
tamiento de contrapesos institucionales y concentración 
de poder” de Aranzasú Abad y Gustavo Espinosa, aborda 
el debilitamiento de las instituciones democráticas y la concen-
tración de poder en México. Examina el impacto del Plan B y 
otras iniciativas que han perjudicado la autonomía institucional 
y los derechos ciudadanos. Destaca la importancia del sistema 
de contrapesos para prevenir el abuso de poder y la urgencia 
de fortalecer las instituciones y su autonomía. Advierte sobre los 
riesgos de la militarización del gobierno y enfatizan el respeto a 
los derechos ciudadanos y el equilibrio de poderes para fortale-
cer la democracia en México.

El Mapa de Integridad Electoral Argentina es un estudio rea-
lizado por Transparencia Electoral, que tiene por objeto diag-
nosticar la calidad de las elecciones y la democracia a nivel 
subnacional y formular recomendaciones en base a datos para 
mejorar la calidad de las elecciones y fortalecer la democracia. 
En este artículo, Eduardo Repilloza, Director General de Trans-
parencia Electora, hace un resumen de los datos obtenidos en 
los niveles de integridad electoral por provincia basándose en 
diferentes indicadores y donde el resultado por cada distrito es 
expresado en 3 categorías: integridad electoral baja, moderada 
y alta.

A partir de la decisión de la Corte Suprema de suspender a tan 
solo 5 días de los comicios las elecciones de las provincias de 
San Juan y Tucumán, Emiliano Martín Vitaliani y Patricio Da-
niel Méndez Montenegro, proponen explicitar en este artículo 
algunos de los desafíos en esta tendencia a la creciente judi-
cialización de la cláusula de la garantía tanto en el derecho es-
tadounidense como en el argentino, poniendo la lupa sobre los 
posibles problemas que pueden aparecer con la construcción de 
un estándar más robusto en torno al republicanismo provincial.

En el marco de la Misión de Observación de Visitantes Ex-
tranjeros: voto de las personas privadas de libertad en el 
Estado de México desplegada por Transparencia Electoral, 
se realizó una entrevista a Johnnatan González, Director Ge-
neral de Prevención y Reinserción Social quien habló sobre los 
centros penitenciarios que votaron, cuántos electores estuvieron 
habilitados a nivel estatal y en su centro. Se refirió al voto fa-
cultativo (no es obligatorio); los programas de educación cívica 
previo al proceso y la distribución en la semana del voto los 20 
centros penitenciarios habilitados. 

Bárbara Benetti
Lic. En Relaciones Públicas e Institucionales
Coordinadora de la Conferencia Americana de Organismos Electorales 
Subnacionales por la Transparencia Electoral (CAOESTE).
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Riesgos para la democracia en México: Debilitamiento de 
contrapesos institucionales y concentración de poder 
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Maestro en Administración Pública y Política Pública por el Instituto Tec-
nológico de Estudios Superiores de Monterrey, Contador Público por la 
Universidad Autónoma de Coahuila y Licenciado en Derecho por la Uni-
versidad Autónoma de Nuevo León. 
Ex Consejero Electoral del Instituto Electoral de Coahuila, Catedrático Uni-
versitario de distintas asignaturas, Colaborador regular de diversos medios 
de comunicación impresos y electrónicos.  

Aranzasú Abad Gustavo A. Espinoza Padrón 

Resumen 

El artículo aborda la situación actual en México en términos del 
debilitamiento de las instituciones democráticas y la creciente 
concentración de poder. Se examina el impacto del denomina-
do Plan B, junto con otras iniciativas, que han menoscabado la 
autonomía institucional, el respeto por los derechos de los ciu-
dadanos y el funcionamiento de organismos como el Instituto 
Nacional Electoral (INE) y el Instituto Nacional de Transparen-
cia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales 
(INAI). Este trabajo subraya la relevancia del sistema de pesos 
y contrapesos en una democracia para prevenir el abuso de po-
der, enfatizando la imperante necesidad de robustecer las ins-

tituciones y conservar su autonomía. Además, se contempla y 
reflexiona sobre los riesgos inherentes a la militarización del go-
bierno. Se exhorta a la sociedad civil a defender los contrapesos 
institucionales y fomentar una participación ciudadana informa-
da y activa. Se enfatiza la importancia de respetar los derechos 
de los ciudadanos y mantener un equilibrio adecuado entre los 
poderes, lo que a su vez permitirá fortalecer la democracia en 
México.

En México, durante los últimos meses, se ha suscitado un am-
plio debate en torno al conocido Plan B, lo cual exige una deta-
llada observación de las diversas iniciativas generadas a partir 
de esta propuesta. La agenda pública se encuentra saturada de 
preocupaciones como la seguridad, el fortalecimiento de las ins-
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tituciones democráticas, la autonomía institucional y el respeto 
a los derechos ciudadanos, aspectos que son inherentes a un 
Estado de derecho.

Bajo el argumento de la austeridad, el gobierno actual ha busca-
do implementar una serie de ajustes institucionales que, en oca-
siones, parecen contradecir los derechos ciudadanos, siendo 
la ciudadanía misma el eje central de la acción gubernamental. 
Dado que no se alcanzó una mayoría calificada para la aproba-
ción de una reforma electoral constitucional, se promulgó una 
reforma electoral denominada Plan B, con 72 votos a favor y 50 
en contra. Esta medida no solo impacta directamente en la for-
ma en que se llevan a cabo los procesos electorales en el país, 
sino que también compromete la operatividad y el adecuado fun-
cionamiento de la institución encargada de garantizar el pleno 
disfrute de los derechos político-electorales de los ciudadanos.

Entre las profundas modificaciones que esta reforma promueve, 
se destacan la eliminación de las 300 juntas distritales a lo largo 
del territorio nacional, la consolidación de diversas áreas que 
conforman el Instituto Nacional Electoral, la terminación de car-
gos de funcionarios públicos, la alteración de fechas relevantes 
dentro del proceso electoral, la reducción de la estructura del 
INE, la limitación de la retención de recursos a los partidos polí-
ticos por sanciones, la posibilidad de transferencia de recursos 
entre los consejos estatales y el nacional, así como la modifi-
cación de las restricciones en materia de propaganda guberna-
mental, entre otras medidas de envergadura.

No obstante, esta reforma legislativa ha sido objeto de impug-
nación a través de los mecanismos institucionales estipulados 
por el marco jurídico vigente en nuestro país. Estos mecanismos 
permiten la búsqueda de la correcta ejecución de acciones que 
se presumen anticonstitucionales, otorgando relevancia a todas 
las voces y, sobre todo, colocando a la ciudadanía en el centro 
de la toma de decisiones. Recientemente, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha admitido a trámite siete acciones de 
inconstitucionalidad presentadas contra las modificaciones rea-
lizadas a la Ley General de Comunicación Social y a la Ley Ge-
neral de Responsabilidades Administrativas, lo cual se interpreta 
como la primera fase del Plan B de esta reforma. Como conse-
cuencia, su entrada en vigor ha sido suspendida en los estados 
de Coahuila y Estado de México, entidades donde actualmente 
se encuentra en marcha el proceso electoral.1

El anterior ejemplo ilustra de manera contundente la importan-
cia del sistema de pesos y contrapesos en cualquier democra-
cia. Como afirmaba Montesquieu, los sistemas democráticos se 
fundamentan en el principio de separación de poderes, el cual 
establece que los poderes del gobierno deben ser distintos y 
autónomos, evitando así la concentración excesiva de poder en 
una única entidad o individuo.2 Este concepto es la base de los 
sistemas de pesos y contrapesos presentes en todas las demo-
cracias, ya que permite establecer un equilibrio en las relaciones 
de poder público. La ausencia de estos mecanismos nos condu-
ciría a un régimen dictatorial.

En este contexto, resulta crucial adentrarnos en el sistema de 
pesos y contrapesos, ya que garantiza que cada esfera de go-
bierno cuente con los mecanismos adecuados para controlar y 
limitar el poder de las demás ramas, logrando así un equilibrio. 
Esta premisa cobra total sentido en el ámbito de las democra-
cias, ya que permite evitar comportamientos contrarios a estos 
sistemas, como el abuso de poder, el autoritarismo y la toma 
de decisiones basadas en intereses particulares en lugar de in-
tereses colectivos. Asimismo, contribuye a que ningún nivel de 
gobierno concentre todo el poder. 3 En el caso de México, este 
equilibrio incluye no solo a los tres poderes (Ejecutivo, Legislati-
vo y Judicial), sino también a instituciones autónomas que des-

1 Ramos, Rolando, (2023). SCJN mantiene suspensión del “plan B” de la reforma electoral. El 
economista.
2 Montesquieu, (1748). El espíritu de las leyes.
3 Dahl, R. A. (1957). A Preface to Democratic Theory. University of Chicago Press.

empeñan un papel fundamental en el sistema de pesos y con-
trapesos, como los organismos constitucionalmente autónomos.

Las entidades autónomas son elementos esenciales para un 
sistema democrático saludable, ya que ejercen control y equi-
librio sobre el poder del gobierno. Los organismos electorales 
supervisan las elecciones y garantizan su imparcialidad y trans-
parencia.4 Los organismos de derechos humanos protegen y 
promueven los derechos fundamentales de los ciudadanos.5 Los 
organismos de transparencia fomentan la rendición de cuentas 
y el acceso a la información gubernamental.6 Estos son solo 
algunos ejemplos de entidades que surgen en México en este 
contexto, desempeñando un papel fundamental en el sistema de 
pesos y contrapesos.

La ausencia o debilitamiento de esta sólida estructura institu-
cional propone una debilidad en los fundamentos que permiten 
mantener un equilibrio saludable en nuestro sistema de gobier-
no. Además del Plan B, existen dos temas que merecen ser 
mencionados, ya que se suman a lo expuesto anteriormente. 
En primer lugar, se encuentra la iniciativa de reforma al Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, presentada por 
diversas fuerzas políticas, la cual plantea una clara limitación de 
las atribuciones del TEPJF. Entre las consideraciones de esta 
reforma, se encuentra la transferencia de la facultad de adoptar 
acciones afirmativas a favor de diversos grupos vulnerables al 
Congreso; la regulación de la paridad en los partidos políticos 
según sus propios estatutos; la exclusiva facultad del Congreso 
para establecer los espacios de representación y las medidas 
afirmativas para que los grupos vulnerables accedan a ellos; y 
la restricción de que el TEPJF solo pueda resolver controversias 
relacionadas con normas generales, actos, omisiones y regu-
laciones en materia electoral, excluyendo los temas de organi-
zación y regímenes internos del Poder Legislativo, entre otros. 
Todo esto se justifica bajo el argumento principal de que el Tri-
bunal ha invadido las funciones del Poder Legislativo, el mismo 
poder que no logra llegar a acuerdos para la designación de los 
comisionados del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección de Datos Personales, poniendo en 
riesgo el derecho a la información de la ciudadanía, consagrado 
en el artículo sexto de nuestra Carta Magna. Este último punto 
constituye el segundo caso mencionado.

La actual situación de inoperatividad forzada en la que se en-
cuentra sumido el INAI, debido a la falta de consenso y nom-
bramientos, a raíz de la objeción del Ejecutivo frente a los nom-
bramientos previamente realizados por el Senado, así como la 
omisión legislativa al no llegar a consensos en el nuevo nombra-
miento de tres comisionados, constituye un hecho que ha dejado 
al Pleno del INAI sin capacidad de funcionamiento desde el 1 de 
abril.

Esta situación obstaculiza el desahogo de las demandas y recur-
sos presentados por la población ante las entidades obligadas a 
proporcionar información pública, lo que priva a los ciudadanos 
del pleno ejercicio de sus derechos. Además, pone de manifies-
to una falta de consenso por parte del poder legislativo y una 
inacción que acarrea consecuencias tan graves como poner en 
riesgo un logro alcanzado a través de una prolongada lucha so-
cial. A ello se suma el hecho de que la falta de transparencia 
y la percepción de corrupción pueden socavar la confianza de 
los ciudadanos en las instituciones, lo que conlleva el riesgo de 
generar descontento y disminuir la participación ciudadana en la 
vida pública.7

4 Pérez-Liñán, A. (2005). Electoral authoritarianism and the subnational competitive authoritarian 
regimes in Mexico. Journal of Politics in Latin America, 31(3), 139-162.
5 Heywood, A. (2017). Political ideologies: An introduction. Palgrave Macmillan.
6 Norris, P. (2008). Public attitudes towards information technology and politics in established and 
postcommunist democracies. Oxford University Press.
7 Inglehart, R., & Norris, P. (2000). The developmental theory of the gender gap: Women’s and 
men’s voting behavior in global perspective. International Political Science Review, 21(4), 441-
463.
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En este sentido, es imperativo fortalecer las instituciones y salva-
guardar la autonomía de los entes reguladores. Estas entidades 
desempeñan un papel fundamental en el equilibrio de poder y 
en la protección de los derechos y libertades de los ciudadanos, 
tales como la transparencia, la rendición de cuentas y el acceso 
a la información gubernamental. Estas garantías son esenciales 
para asegurar la confianza y legitimidad de las instituciones, así 
como para brindar a la ciudadanía las herramientas necesarias 
que les permitan participar activamente en la vida pública y ejer-
cer una influencia objetiva en la toma de decisiones.

Otra reflexión importante de hacer es la referente a la militari-
zación del gobierno ya que se enlaza directamente con el tema 
de los contrapesos institucionales en un sistema democrático. 
Cuando el ejército adquiere un papel predominante en las tareas 
de gobierno y se involucra en áreas estratégicas, los contrape-
sos institucionales pueden verse debilitados. Esto representa un 
riesgo para la democracia, ya que se corre el peligro de que el 
poder militar se imponga sobre las instituciones civiles y se limite 
la participación ciudadana en la toma de decisiones políticas.

Es por lo anterior que resulta vital que los ciudadanos exijamos 
transparencia y rendición de cuentas por parte de las autorida-
des. La promoción del diálogo y la discusión abierta nos per-
miten estar atentos y vigilantes de que las instituciones civiles 
mantengan su autonomía y no se vean subyugadas por el poder 
militar. Es a través de la participación activa de los ciudadanos y 
la defensa de nuestros derechos que podemos salvaguardar los 
principios democráticos en beneficio de toda la sociedad.

Dinamitar los cimientos de la edificación institucional de nuestro 
país y debilitar los contrapesos en nuestro sistema democrático 
se ha convertido en la estrategia primordial de la política de esta-
do en la actualidad. Esta tendencia es sumamente preocupante, 
ya que se observa una serie de acciones e iniciativas dirigidas 
a socavar los órganos autónomos e independientes, con el ob-
jetivo de erosionar los contrapesos institucionales y eliminar la 
posibilidad de un equilibrio real entre los diversos niveles de go-
bierno.

Esta situación no solo obstaculiza la participación ciudadana y 
la capacidad de la sociedad civil para abogar por los derechos 
de todos los ciudadanos, sino que también socava los principios 
fundamentales de una democracia fuerte y vibrante. La ciuda-
danía tiene derecho a un equilibrio que permita a los diferentes 
grupos de la sociedad civil tener acceso y tejer puentes en favor 
de los derechos de todas y todos, permitiéndole ser escuchada, 
levantar la voz y participar de manera activa en el rumbo de la 
vida pública de su país. 

Abogar por un sistema de contrapesos sólido que garantice la 
protección de nuestras libertades y derechos se advierte nece-
sario y es la sociedad civil el principal frente de defensa de las 
mismas. Mientras logremos el pleno goce de nuestros derechos, 
podremos hacer respetar las decisiones que como ciudadanía 
tomemos; podemos informarnos de manera eficaz y asertiva de 
lo que acontece en la vida pública y con ello podremos ejercer 
nuestro derecho a un voto razonado que nos permita una re-
presentación correcta y por lo tanto que nuestros derechos y 
libertades se respeten. 

Solo a través de una ciudadanía informada, activa y comprome-
tida podremos enfrentar los desafíos actuales y garantizar un 
futuro en el que se respeten plenamente nuestros derechos y 
se promueva una sociedad justa y equitativa. Debemos luchar 
incansablemente por mantener vivos los contrapesos institucio-
nales, pues son la base fundamental de un sistema democrático 
saludable y sólido.

En conclusión, la preservación de los contrapesos instituciona-
les se vuelve crucial para salvaguardar nuestra democracia y 
garantizar el pleno ejercicio de los derechos de los ciudadanos. 

No podemos permitir que los cimientos de nuestras instituciones 
sean socavados. Es responsabilidad de todos los ciudadanos 
defender y fortalecer estos contrapesos, generando conciencia y 
trabajando en conjunto para mantener viva la llama de la demo-
cracia en beneficio de todas y todos.
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Politólogo por la Universidad Rafael Urdaneta (Venezuela), candidato a 
Magíster en Estudios Internacionales por la Universidad Torcuato di Tella 
(Argentina), y Director General de Transparencia Electoral. Es autor de 
“Así se vota en Venezuela” (2020) y de “36 Años de Elecciones Presi-
denciales en Argentina” (2022). Fue Coordinador Regional de Contraloría 
Ciudadana en Súmate, A.C. (Venezuela) y ha sido integrante y coordina-
dor de Misiones de Observación Electoral Nacionales e Internacionales en 
Argentina, Brasil, Colombia, Estados Unidos, México y Venezuela.

Eduardo Repilloza Fernández

Argentina cumple 40 años de democracia ininterrumpida, logran-
do sortear diferentes crisis políticas y económicas, y la alternan-
cia en el poder es una característica del sistema que perma-
nece a nivel federal y a nivel subnacional, en algunos casos. 
Según el Índice de Democracia de la Unidad de Inteligencia de 
The Economist, entre 2006 y 2022 Argentina ha sido cataloga-
da invariablemente como una “democracia deficiente” (flawed 
democracy). Una “democracia deficiente” es aquella en la que 
las elecciones cumplen con estándares democráticos y donde 
las libertades civiles y políticas son respetadas, pero donde se 
observan claras deficiencias en ambas materias, dadas por el 
contexto político o por las capacidades limitadas del Estado. Las 
deficiencias institucionales que Argentina arrastra son preocu-

pantes, sobre todo porque se insertan en un contexto de crisis 
de la democracia a nivel global. 

Aunque en Argentina ninguno de los principales partidos políti-
cos desconoce los resultados electorales abiertamente, fenóme-
no que sí ocurre actualmente en algunas de las grandes demo-
cracias del continente, como Brasil, México y Estados Unidos, o 
en democracias medianas, como Colombia, Ecuador y Perú; eso 
no significa que el país no sufre de limitaciones y de importantes 
deficiencias en lo que respecta a la administración de justicia 
y de procesos electorales. Tampoco significa que el país sea 
inmune a sufrir de este fenómeno, que algunos llaman “narrativa 
del fraude”, más aún si no se toman medidas correctivas para 
garantizar la calidad de los procesos electorales y el pleno dis-
frute de los derechos civiles y políticos.

Ciclo electoral convulsionado

17 de las 24 provincias de Argentina desdoblaron sus elecciones 
de las federales en el año 2023, lo que ha generado un intenso 
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ciclo electoral, con cronogramas electorales superpuestos. Entre 
las preocupaciones más importantes identificadas por la tercera 
edición del Mapa de Integridad Electoral Argentina 2023 están 
la incorporación de artilugios mayoritarios en sistemas electora-
les subnacionales, los intentos de los Ejecutivos provinciales de 
difuminar los límites al Poder y difuminar la alternancia, el finan-
ciamiento indebido de la política y los ataques a la autonomía del 
Poder Judicial a nivel federal.

En 2022, San Juan y San Luis eliminaron las primarias abier-
tas, pero además instauraron ley de lemas, un sistema de doble 
voto simultáneo que pervierte la intención de voto, sumándose 
así a Santa Cruz, Formosa y Misiones, donde rige actualmente 
este sistema a nivel municipal, y a nivel provincial en el caso san-
tacruceño. En dos de estas provincias, Formosa y Santa Cruz, 
rige la reelección indefinida, y San Juan permite dos reeleccio-
nes inmediatas.

La provincia de San Juan no solo aprobó Ley de Lemas, sino 
que su gobernador se presentó a la reelección en una ajusta-
da interpretación de la Constitución provincial, habiendo sido ya 
vicegobernador por un mandato (2011-2015), y gobernador por 
dos (2015-2023). En Tucumán sucedió algo parecido, dado que 
el gobernador actual, habiendo sido dos veces vicegobernador 
(2007-2015) y dos veces gobernador (2015-2023), se postuló 
nuevamente como candidato a vicegobernador, para lo que ne-
cesitó una interpretación interesada de la Constitución provin-
cial, que solo permite una reelección consecutiva. Días antes 
de las elecciones, la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
dio lugar a una medida cautelar y suspendió la elección de las 
fórmulas de gobernador y vicegobernador en ambas provincias, 
provocando la suspensión total del proceso en Tucumán, y la 
elección solo de cargos locales en San Juan.

El financiamiento indebido de la política y el uso de recursos 
públicos en campañas electorales también es una preocupación 
latente, en la que resalta la auditoría conjunta que llevaron a 
cabo el Ministerio de Desarrollo Social, la Justicia y la AFIP sobre 

el Plan Potenciar Trabajo, donde se detectó que entre los 1.3 
millones de beneficiarios había muchas personas que cobraban 
el plan sin ser elegibles: al menos 2.800 fallecidos seguían co-
brando y 250.000 beneficiarios compraron dólares, tenían pro-
piedades, reciben ingresos por 2 o más veces el salario mínimo 
o habían pagado Bienes Personales.

Por si fuera poco, el gobierno federal ha amenazado con desco-
nocer y avanzar sobre la Corte Suprema, tanto por medio del jui-
cio político como del court-packing. Esta última es una estrategia 
de gobiernos autoritarios con la que se aumenta la composición 
de las cortes y se designan jueces que responden al Poder para 
dejar en minoría a aquellos que toman decisiones con indepen-
dencia. En este caso, el gobierno federal introdujo un proyecto 
para llevar el número de integrantes de la Corte de 5 a 15.

Metodología: Mapa de Integridad Electoral

Argentina recae en esta misma dinámica durante ciclos electo-
rales, con lo cual Transparencia Electoral se propuso en 2017 
diseñar una metodología que permitiera de forma muy específi-
ca dar cuenta de la calidad de las elecciones y de la democracia 
a nivel subnacional. Los indicadores utilizados se agrupan bajo 
3 dimensiones: marco legal electoral, igualdad en el acceso 
a derechos políticos y competitividad democrática. En con-
junto, estas dimensiones integran el objeto de estudio o variable 
compleja, la integridad electoral en Argentina, dado que ayudan 
a describir su estado y comportamiento. Una vez recopilada y 
sistematizada la información, estos indicadores producen el 
Índice de Integridad Electoral Argentina.

Cada provincia obtiene un puntaje que a su vez es producto del 
promedio de todos los indicadores, pudiendo llegar del 0.00 al 
2.00, donde 0.00 es el mejor puntaje y 2.00 el peor. Cada pro-
vincia se clasifica según el puntaje obtenido en las siguientes 
categorías: 

Fuente: Mapa de Integridad Electoral Argentina 2023 (Transparencia Electoral)
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integridad electoral baja, moderada o alta.

Código Puntaje Categoría

< 0.64
Alta integridad

0.65-0.74

0.75-0.84
Integridad Moderada

0.85-0.94

0.95-1.04
Baja integridad

> 1.05

Mapa de Integridad Electoral Argentina 2023

Avance de sistemas provinciales mayoritarios

San Juan aprobó el retorno de la Ley de Lemas a niveles provin-
cial y municipal, dejado sin vigor en 1999, denominándolo “Sis-
tema de Participación Democrática Abierta” (SIPAD), y lo mismo 
hizo San Luis, instaurando la Ley de Lemas a nivel provincial y 
municipal. Así se convirtieron en la cuarta y quinta provincia del 
país en usar el sistema hasta este momento, siendo las otras 3 
provincias Santa Cruz, Misiones y Formosa, estas últimas dos 
utilizándolo solo nivel municipal.

En 8 provincias argentinas: Chubut, Jujuy, La Rioja, Salta, Santa 
Fe, Santiago del Estero, Tucumán y Río Negro, el sistema llegó 
a estar vigente, pero fue derogado. La última en derogar la Ley 
de Lemas fue La Rioja en el año 2007.

Las listas “colectoras” hicieron también un fugaz intento de 
avanzar en este ciclo electoral, esta vez en la provincia de Cha-
co. Dado que fue impugnada la sesión en la que se aprobó la 
ley por saltarse distintos procedimientos legislativos, el Tribunal 
Superior de la provincia la derogó. Sin embargo, Chaco descen-
dió varias posiciones en el índice debido a esto y otros aspectos 
evaluados como negativos. 

A nivel nacional, el Código Electoral Nacional no establece la 
prohibición de los acoples o listas “colectoras” de forma expresa. 
Fueron habilitados mediante decreto en el 2011, pero derogadas 
(también por medio de un decreto), en el año 20191. A diferen-
cia de la ley de lemas, que computa automáticamente votos a 
otro candidato del mismo partido, por medio de este instrumento 
legal, los oficialismos provinciales “traccionan” votos a favor de 
sus candidaturas a la gobernación, por medio de distintas listas 
legislativas. Los votos se computan para el candidato efectiva-
mente votado en la misma lista, aunque a veces de forma inad-
vertida para el elector, pudiendo computarse a candidatos de 
otras fuerzas políticas siempre que se encuentre formalizada la 
alianza en la boleta. Al combinar candidaturas de distintos parti-
dos, confunden potencialmente al elector.

1  https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/205371/20190412 

https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/205371/20190412
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Avance de alternativas para mejorar la integridad electoral

Con respecto a la idoneidad de los candidatos, a la fecha son 
5 las provincias que ya implementaron la iniciativa “ficha lim-
pia”: Chubut, Jujuy, Mendoza, Santa Fe y Salta. Esta iniciativa 
está orientada a impedir que se postulen a cargos de elección 
popular provinciales o municipales, aquellos ciudadanos con-
denados penalmente en segunda instancia y mientras dure la 
condena, por delitos relacionados con la corrupción en ejercicio 
de la función pública, crímenes contra el estado civil o la integri-
dad sexual de las personas, homicidios, y contra las libertades 
individuales.

En el caso del instrumento de votación, nuevamente nos encon-
tramos constatando las vulnerabilidades de la actual boleta par-
tidaria, que expone a los partidos a una competencia desigual, 
dado que obliga a los partidos a desplegar una fiscalización in-
tensa que muchas agrupaciones pequeñas no pueden afrontar, 
sin poder garantizar así que las boletas válidas de su partido 
están disponibles para los electores en cada centro de votación 
a nivel nacional.

Tras el monitoreo de la cobertura que los medios de comuni-
cación hicieron de la campaña electoral de 2021, la jornada de 
votación de 2021 y durante el último semestre de 2022, se deter-
minó que el uso de recursos del Estado para beneficiar a una op-
ción política y la compra de votos, relacionados con la corrupción 
y malversación de fondos públicos, son los tipos de categoría 
más reportadas. Las deficiencias logísticas, relacionadas con la 
gestión electoral, también fue una de las categorías más repor-
tadas en las versiones digitales de los medios monitoreados a ni-
vel nacional. Otras categorías preocupantes, que acumulan gran 
cantidad de denuncias, son las relacionadas con el instrumento 
de votación. Estas principales categorías de denuncias fueron 
encontradas en 12 de las 24 jurisdicciones, mientras que las ca-
tegorías de incumplimiento de la normativa de género, trashu-
mancia electoral y destrucción de propaganda electoral sólo se 
registraron en 3 provincias.

Con la adopción de la boleta única en Mendoza, ya son 6 las 
provincias que usan este sistema, dado que se suma a la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, Salta, Neuquén, Córdoba y Santa 
Fe.

Conclusiones

El Mapa de Integridad Electoral Argentina 2023 identifica 5 as-
pectos de los sistemas electorales provinciales que podrían me-
jorarse para que funcionen como verdaderos conductos de los 
intereses ciudadanos:

1. Instrumento de votación: de boleta partidaria a boleta
única de papel. Distintas variaciones de la boleta única
implementadas en varias provincias han probado ser
exitosas alternativas a la boleta partidaria. Es preciso
estudiar estas alternativas para identificar qué diseño
sería más apropiado para cada provincia, según sus
necesidades.

2. Acceso a la información: publicación y accesibilidad
de datos oficiales. Es precisa la creación de una ley
que exija una coordinación más estrecha y concertada
entre los organismos e instituciones involucradas en
la administración del proceso electoral, pudiendo ser
la tecnología una facilitadora clave de las tareas para
la difusión de datos e información pública relacionada

con el proceso electoral. En este sentido, es necesario 
un programa de concientización y difusión de buenas 
prácticas en el diseño e implementación de políticas de 
datos electorales abiertos.

3. Padrón Electoral: biometría, control de calidad y depu-
ración. La transhumancia es un problema poco reporta-
do y documentado. Algunos especialistas coincidieron
en que sería bueno implementar medidas tendientes
a evitar la manipulación de padrones en zonas fron-
terizas y/o turísticas o menos pobladas. En los años
2017 y 2019, la Cámara Nacional Electoral llevó a cabo
pruebas piloto de identificación biométrica en ciudades
fronterizas de las provincias de Corrientes, Chaco, For-
mosa, Jujuy, Misiones y Salta, como medida para evi-
tar el doble voto fronterizo. En este aspecto, también la
tecnología es una aliada clave.

4. Observación Electoral: legislación y reglamentación
de la observación electoral. Para evitar experiencias
como las de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en
2021, el cual era un proceso federal, es importante que
la observación electoral nacional sea contemplada y re-
gulada por los ordenamientos legales subnacionales.
Justamente como lo hace la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires para procesos electorales locales.

5. Ley de Lemas: la erradicación de artilugios como le-
mas y sub-lemas, y otros como los acoples o listas “co-
lectoras”, es indiscutiblemente una necesidad para me-
jorar la calidad de la representación y de los procesos
electorales subnacionales.

Un espacio en la mesa para la Sociedad Civil

La concepción partido-céntrica de los procesos electorales en 
Argentina supone que nuestro proceso democrático esté supedi-
tado única y exclusivamente al control partidario. Se podría argu-
mentar que mientras que el pluralismo democrático y el disfrute 
efectivo de los derechos políticos gocen de una salud buena o 



12

moderada, los controles disponibles hoy garantizan el proceso 
electoral. Después de todo, la participación de las distintas fuer-
zas políticas está garantizada a lo largo de las distintas etapas 
del proceso electoral: desde la inscripción de partidos y candi-
daturas, pasando por la consignación de spots en medios de 
comunicación y recursos para las campañas políticas, hasta la 
fiscalización durante la jornada electoral. Mientras todos puedan 
competir bajo este grupo de condiciones de competitividad, se 
está hablando de democracia.

Esta concepción marca una tendencia entre autoridades elec-
torales provinciales. Por ejemplo, los portales web pueden no 
contar con información para el elector, simuladores de voto o sis-
temas de consulta en el padrón, pero en su mayoría cuentan con 
sistemas para trámites digitales para apoderados y para partidos 
políticos. En el caso de la Argentina, las organizaciones que for-
man parte del sistema electoral ven al partido político como el 
cliente a satisfacer, y la sociedad civil y la ciudadanía como ac-
tores accesorios del proceso político. Para el sistema electoral, 
es mucho más importante, por razones evidentes, contar con la 
aprobación de los partidos políticos, pues son quienes recono-
cen o desconocen resultados electorales.

Sin embargo, las organizaciones con fines políticos son preci-
samente eso, agrupaciones que buscan acceder al Poder para 
implementar programas de gobierno. Las preocupaciones de 

los partidos políticos no son necesariamente compartidas por 
la sociedad civil, que más veces de las necesarias tiene que 
enfrentarse a los intereses partidarios, que por medio de la fun-
ción legislativa determinan las características de nuestro sistema 
electoral, maximizando ganancias políticas en detrimento de los 
derechos políticos de los ciudadanos.

Iniciativas como la observación electoral nacional, la boleta úni-
ca de papel y ficha limpia, que garantizarían la democratización 
y mejora de la calidad de la oferta electoral, son difíciles de im-
plementar porque va en contra de algunos fuertes intereses par-
tidarios. El voto postal o el voto por internet para los residentes 
en el extranjero, donde una sede consular puede llegar a habili-
tar una mesa para más de 2.000 electores, también es un caso 
de resistencia partidaria en detrimento de derechos ciudadanos.

Todos los aspectos cubiertos por el Índice de Integridad 
Electoral Argentina, invariablemente pasan por el poco involu-
cramiento de la ciudadanía en el diseño de políticas y medidas 
que afectan directamente la composición de las instituciones 
que les gobiernan. Las organizaciones de la sociedad civil y gru-
pos académicos, sobre todo aquellos que entienden de materia 
electoral, son imprescindibles en la construcción de un sistema 
electoral más amplio, democrático y justo para toda la ciudada-
nía argentina.
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Republicanismo y federalismo: soluciones argentinas para un 
problema compartido

I. Introducción

El 9 de mayo el universo político-legal argentino se vio envuelto 
en una polémica divisiva. La Corte Suprema, a tan solo 5 días de 
los comicios, suspendió la celebración de las elecciones de las 
provincias de San Juan y Tucumán. Estas medidas cautelares 
se basaron en la verosimilitud de que las candidaturas de los 
actuales gobernadores podían alterar el principio republicano de 
gobierno que las provincias juraron asegurar. 

Al ampliar la perspectiva, es posible observar un fenómeno que 
no se restringe a la jurisprudencia reciente de la Corte ni al de-
recho constitucional argentino. La pregunta por la justiciabilidad 
del art. 5 de nuestra Constitución y de su equivalente en la Cons-
titución de Estados Unidos se remonta hasta el siglo XIX y reci-
bió una respuesta inicial muy similar por parte de ambas Cortes 
Supremas.

Este artículo se propone reconstruir ambas corrientes jurispru-
denciales para argumentar que, si bien ambos tribunales están 
cambiando su doctrina clásica de no intervención, la Corte ar-
gentina lo está haciendo a una velocidad mucho mayor, lo que la 
pone frente a una serie de desafíos de difícil solución. La última 
parte de este artículo explicitará algunos de estos desafíos, po-
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niendo la lupa sobre los posibles problemas que pueden apare-
cer con la construcción de un estándar más robusto en torno al 
republicanismo provincial.

II.	 Las cortes argentina y estadounidense frente al de-
safío del republicanismo provincial

Las candidaturas de Juan Manzur y Sergio Uñac- a Vicegober-
nador y Gobernador respectivamente- son un ejemplo clásico de 
gobernadores locales que aprovechan la vaguedad de los textos 
constitucionales para mantenerse en el poder. Este fenómeno 
no es una excepción de la democracia incompleta argentina sino 
una característica de muchas democracias federales de Latinoa-
mérica. Los países federales tienen un compromiso muy fuerte 
con la protección de la diversidad existente entre sus provincias 
y por eso suelen tener un conjunto de competencias exclusivas 
que cada una maneja para implementar sus preferencias sin la 
injerencia del gobierno nacional (Dahl 1983). Si uno quiere fede-
ralismo, difícilmente uno pueda pretender iguales regulaciones a 
lo largo y ancho de un país.

Sin embargo, las constituciones federales no conciben a las pro-
vincias como entidades soberanas sino que asumen un compro-
miso doble. Este compromiso consiste en que, a la vez que el 
gobierno federal les permite a las provincias decidir sobre sus 
propias instituciones, estas deben respetar la forma republicana 
de gobierno (Merrit 1988).  Así, los países federales, a la vez que 
cuentan con una diversidad de organizaciones institucionales a 
nivel provincial, están unificados bajo ciertos principios, dere-
chos e ideales regulativos compartidos. 

Por esa razón, las constituciones federales que se crearon al ca-
lor de la Constitución de los Estados Unidos contienen “cláusu-
las de homogeneidad” más o menos robustas que las provincias 
deben respetar como condiciones de existencia de la autonomía 
provincial (Palermo&Kossler 2017). Entre estos países pode-
mos mencionar a México, Brasil, Estados Unidos y Argentina. 
Precisamente esta cláusula de la Constitución argentina fue la 
utilizada por la Corte Suprema de la Argentina para suspender la 
realización de los comicios provinciales. 

La jurisprudencia estadounidense

El problema no es algo propio del Siglo XXI sino que existió des-
de los inicios de la organización constitucional. La jurisprudencia 
de los Estados Unidos sobre el Artículo IV Sección 4 o, cláusula 
de garantía,  de la Constitución resulta ilustrativa. La Corte de 
Estados Unidos considera que esta cae bajo el paraguas de las 
cuestiones políticas no justiciables, por lo que en principio los 
jueces no pueden intervenir en los casos en los que esté en 
juego su interpretación. 

A mediados del siglo XIX, una vez que Estados Unidos se in-
dependizó y su Constitución se echó a rodar, algunos estados 
todavía no habían resuelto su situación política e institucional. 
Uno de los ejemplos más paradigmáticos de esta situación fue 
Rhode Island, donde no había existido un proceso profundo de 
democratización y todavía regía el marco político iniciado en 
1663. En este contexto, se inició el proceso conocido como la 
Dorr Rebelión, un proceso revolucionario que, si bien no llegó a 
destituir al gobierno vigente, sí tuvo el éxito suficiente como para 
reclamar el lugar de gobierno legítimo. El conflicto llegó hasta la 
Corte Suprema de Estados Unidos envuelto en la pregunta por 
quién tenía derecho a acceder a la casa de gobierno. Los revolu-
cionarios afirmaban que, dado que ellos y no el gobierno anterior 
eran la autoridad legítima desde el punto de vista republicano, 
el gobierno depuesto estaba ocupándola. Por el contrario, el go-
bierno previo afirmaba esto mismo de los revolucionarios.

La respuesta que la Corte dio a este reclamo en Luther v Borden 
a este reclamo fue simplemente no resolver en favor de ninguna 
de las dos partes. Al ser la pregunta por el carácter republicano 
una pregunta de tipo política, la Corte afirmó que no le corres-
pondía a ella intervenir en los casos en los que estuviera en 
juego el art. IV sección 4, más conocido como la cláusula de la 
garantía. Así inició una línea jurisprudencial cuyos efectos pue-
den observarse hasta la actualidad.

El consenso en torno a la no justiciabilidad de esta cláusula 
surge del caso Pacific States Telephones & Telegraph case de 
1912. Allí la Corte afirmó, al analizar si la realización de referén-
dums era compatible con la forma republicana de gobierno a 
pesar de que Madison hubiera dicho explícitamente que el repu-
blicanismo se caracterizaba por la representación política, que 
esta era una pregunta política y por lo tanto no judicializable. En 
este sentido, afirmó que le correspondía al Congreso y no a los 
tribunales determinar si la cláusula de la garantía estaba siendo 
respetada. En consecuencia, era este el primero el que debía 
hacer valer este compromiso constitucional. Esta jurisprudencia 
se sostuvo en el tiempo a través de casos como O’Neill v Leamer 
y Mountain Timber Co. v. Washington, donde la Corte confirmó la 
jurisprudencia sentada en Pacific.

Sin embargo, esta histórica jurisprudencia empezó tambalear 
en Baker v Carr, donde utilizó la enmienda XIV para decidir 
sobre cuestiones que en principio parecían políticas. En este 
caso afirmó que, según su propia jurisprudencia, son políticas 
las cuestiones que contaban con un conjunto de características 
enumeradas por la Corte. Este mismo criterio fue posteriormente 
expandido en Reynolds v Sims. 

Según ciertos autores, la forma en la que la Corte redactó su 
sentencia abrió la posibilidad de que decidiera en casos en los 
que estuviera en juego la cláusula de la garantía. Esta posibili-
dad encontró su eco en la literatura especializada (Bonfeld 1962) 
y algunos académicos empezaron a reclamar un rol más activo 
de parte de la Corte en estos casos. Estos reclamos tuvieron 
ciertas consecuencias, al punto tal que la jueza Sandra Day O´-
Connor afirmó en un voto en minoría que la jurisprudencia en 
torno a la cláusula de la garantía tenía matices que permitían 
pensar en una posible intervención de la Corte. 

La jurisprudencia argentina

El artículo 5 de la Constitución Nacional les permite a las pro-
vincias darse sus propias instituciones, siempre y cuando ellas 
respeten el principio republicano representativo y pone en cabe-
za del gobierno federal la obligación de garantizarlo. Antes de 
2013 solo existían unos pocos casos en los que la Corte hubiera 
abordado estos problemas, ya que consideraba que la organiza-
ción institucional era un tema reservado a las provincias (Spota 
2008). Al considerarse a la forma de gobierno como un asunto 
no delegado al gobierno federal en los términos de Plaza de To-
ros, la soberanía recaía sobre las provincias. En Resoagli, Luis 
c/Provincia de Corrientes, la Corte afirma que las provincias tie-
nen el derecho a gobernarse a sí mismas, lo que significa que 
conservan su soberanía en todo aquello no delegado al gobierno 
federal. Esta posición fue caracterizada como la ́tesis soberanis-
ta por Antonio María Hernández (Hernandez 2014).

Respecto al problema específico del artículo 5, la Corte recurrió 
a su histórica doctrina de las cuestiones políticas no justiciables. 
En Costes c/ Andrés Prado, el tribunal afirmó que the Courts sta-
ted “Dilucidar la compatibilidad de las instituciones provinciales 
con el Artículo 5 de la Constitución Nacional implica una cuestión 
de naturaleza política, prohibida como tal a las cortes de jus-
ticia”. Al respecto, Bidart Campos afirmó que la compatibilidad 
entre el principio republicano y el derecho provincial era un pro-
blema cuya resolución correspondía a las provincias y no a los 
jueces federales. En caso de que existiera una violación a este 



15

principio, afirmó, era el poder legislativo federal y no el judicial 
quien debía intervenir. (Bidart Campos 2009).

Después de la recuperación de la democracia en 1983, algunos 
de los problemas históricamente considerados como cuestiones 
políticas no justiciables fueron puestos en cuestión y la Corte 
comenzó a tomar un rol más activista. Por ejemplo, en Sueldo de 
Posleman, Monica y otra, la Corte argumentó que “la interven-
ción del Tribunal no avasalla las autonomías provinciales, sino 
que procura la perfección de su funcionamiento, asegurando 
el acatamiento a aquellos principios superiores que las provin-
cias han acordado respetar al concurrir al establecimiento de la 
Constitución Nacional.” Algunos años después, en Electores y 
apoderados de los partidos de los partidos Justicialista, Unión 
Cívica Radical y Democracia Cristiana, la Corte introdujo un nue-
vo estándar, en el que la intervención judicial estuviera limitada 
a aquellos casos en los que hubiera un claro apartamiento del 
sentido inequívoco que se les debía dar a las normas de derecho 
público local. 

UCR c / Santiago del Estero fue un caso pionero en el que la 
Corte abandonó la antigua doctrina de la cuestión política y de-
claró que el artículo 5 era justiciable. Esto condujo a una juris-
prudencia activista sobre el tema y un enfoque menos deferente 
hacia los conflictos políticos provinciales.

La Constitución de Santiago del Estero establece, en su artículo 
152, la posibilidad de que el gobernador se reelija una vez, es 
decir, tener un máximo de dos mandatos. Dado que esa cláusula 
constitucional se introdujo durante el mandato del entonces Go-
bernador, Gerardo Zamora, la Convención Constituyente juzgó 
importante aclarar, en la cláusula transitoria 6, que el mandato 
que entonces estaba atravesando el Gobernador estaba incluido 
en el cómputo, por lo que Zamora solo podía tener un mandato 
más. 

Zamora ganó cómodamente su reelección y, pocos meses antes 
de finalizar su segundo mandato, cuestionó la vigencia del artí-
culo 152, alegando que atentaba contra sus derechos políticos. 
Los tribunales provinciales apoyaron su reclamo y validaron su 
candidatura para un tercer mandato. En medio de una crisis po-
lítica provincial, el principal partido de oposición, la Unión Cívica 
Radical, presentó el caso en la Corte Suprema. Las probabilida-
des estaban en contra de los demandantes. La elección estaba 
a solo unas semanas de anticipación. La Corte Suprema había 
siempre rechazado la injerencia en asuntos provinciales sólo 
regulada por normas provinciales, argumento sostenido por la 
Procuración General de la Nación. La doctrina de la cuestión po-
lítica apoyó una actitud de moderación por parte de la Corte. Sin 
embargo, el caso se convirtió en un sello distintivo en la historia 
de la Corte Suprema.

En primer lugar, la mayoría de la Corte reconoció la autonomía 
jurídica de la que goza cada provincia. Pero la autonomía pro-
vincial no es ilimitada, ya que el artículo 5 de la Constitución 
la restringe garantizando una forma de gobierno republicana. Al 
aceptar su competencia en la materia, la Corte niega que se in-
miscuyan en las competencias exclusivas provinciales. En cam-
bio, la Corte protegió los cimientos sobre los que se organiza el 
sistema federal: “Los principios republicanos establecidos por la 
Constitución impregna las competencias reservadas de las pro-
vincias para el ejercicio de su poder constituyente”.

Una interpretación literal de la Constitución provincial implicaba 
claramente que Zamora no podía postularse para un nuevo man-
dato como gobernador. Cuando los tribunales locales validaron 
la postulación de Zamora, el poder judicial provincial modificó ile-
galmente la Constitución local. La Corte Suprema sostuvo que, 
en un sistema republicano, la soberanía popular está limitada 

por los procedimientos establecidos en la Constitución a través 
del principio del estado de derecho. Siguiendo un razonamiento 
clásico hamiltoniano, la decisión del tribunal local ignoró el texto 
de la constitución y, por lo tanto, violó la voluntad del pueblo.

Una vez admitido que el poder judicial puede pronunciarse sobre 
estos asuntos, la Corte aclara cómo los jueces deben abordar 
estos casos. Según el tribunal, la intervención judicial debe res-
tringirse “a los casos en los que exista una evidente y clara vul-
neración del sentido inequívoco que debe atribuirse a la constitu-
ción provincial”; por lo tanto, a casos en los que las autoridades 
provinciales restringen sus propias instituciones fundamentales. 
Esta norma intenta conciliar los principios subyacentes de un 
sistema de gobierno republicano democrático con las distintas 
provincias que deben gozar en su organización política bajo una 
constitución federal. 

En “UCR c/ Estado de la Provincia de Santa Cruz”, la Corte brin-
dó mayor detalle sobre el tipo de escrutinio que se aplicará en 
los casos en que exista una colisión entre el tipo de gobierno re-
publicano y el principio de autonomía federal. Al juzgar la validez 
del sistema electoral de “lemas”, el tribunal estableció que “la 
revisión judicial de las leyes provinciales debe ejercerse con la 
máxima prudencia”,pudiendo revisar sólo los casos más graves. 
La Corte Suprema sostuvo que procedía su intervención sólo 
cuando los tribunales locales hicieran una interpretación irrazo-
nable de la constitución local. Siempre que la interpretación de 
los tribunales inferiores sea una interpretación posible, no hay 
violación de la cláusula de garantía republicana del artículo 5. En 
esa ocasion, la Corte sostuvo que su papel no es indicar el mejor 
sistema electoral disponible, sino verificar si las autoridades pro-
vinciales siguen las normas y procedimientos establecidos en su 
propia constitución. En este sentido, la Corte destaca las carac-
terísticas básicas de un escrutinio de mera razonabilidad, como 
el deber del demandante de argumentar la inconstitucionalidad 
de la medida, la presunción de razonabilidad y la incapacidad 
de los jueces para buscar los medios alternativos menos res-
trictivos. 

En UCR c/ La Rioja, se analizaba la candidatura del Gobernador 
Casas. Si bien el artículo 120 de la Constitución provincial no 
dejaba del todo claro si era posible la reelección por una duda 
interpretativa de que significaba sucesión recíproca y si el caso 
del Gobernador estaba incluida dentro de ese universo de ca-
sos, Casas decidió aclararlo a través de una enmienda consti-
tucional.. La enmienda aclaró que “No hay sucesión recíproca 
entre el gobernador y el vicegobernador si no hay cruce en los 
cargos para los que fueron elegidos. El Gobernador o Vicego-
bernador elegido por un período puede ser elegido para el otro 
cargo por dos mandatos consecutivos”, por lo tanto habilitando 
la candidatura. 

Para aprobar esta enmienda, la Constitución de La Rioja esta-
blece que el parlamento local debe convocar a una consulta po-
pular, que debe celebrarse en las siguientes elecciones genera-
les. Además, la consulta popular será rechazada si más del 35% 
de los electores inscritos no la aprueban.

La consulta se celebró en una elección especial y tuvo el 25,48% 
de los votos, mientras que el rechazo alcanzó el 18,08%. Por lo 
tanto, el tribunal electoral aprobó la enmienda, considerando que 
fue rechazada por menos del 35% de los electores registrados. 
La Unión Cívica Radical, el partido de oposición, se opuso a tal 
interpretación. Por un lado, argumentó que el partido gobernante 
distorsionó el método para contar los votos y que no respetó el 
requisito de celebrar el referéndum en “las próximas elecciones 
generales”. Estas dos infracciones a la constitución local viola-
ron la forma de gobierno republicana y, por lo tanto, exigieron la 
intervención de la Corte Suprema.
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Una parte relevante del caso giró en torno a la interpretación 
de las mayorías necesarias para la aprobación de la enmien-
da constitucional El artículo 83 de la Constitución provincial dice 
explícitamente que la enmienda será rechazada si más del 35% 
de los electores inscritos la rechazan. Sin embargo, ningún otro 
resultado tiene consecuencias. En uno de los apartados más in-
teresantes de la opinión mayoritaria, la Corte analizó si hubo una 
violación de la forma de gobierno republicana.

La Corte abandonó una noción bastante formalista del republi-
canismo y apoyó una noción más democrática. La Corte decidió 
cómo debe interpretarse el silencio de más de la mitad de los 
votantes registrados y dijo que interpretar como una aprobación 
cualquier enmienda que no alcance el 35% de los rechazos es 
inaceptable. El poder constituyente es la expresión más prísti-
na de la voluntad popular, su expresión debe ser inequívoca, 
excluyendo la posibilidad de asumir que todos los votantes que 
no votaron apoyaron tácitamente la enmienda. Al rechazar tal 
interpretación, la Corte sugirió otra diferente. En la decisión, ar-
gumentó que la única interpretación compatible con el principio 
de soberanía popular era considerar que la enmienda sólo po-
dría ser ratificada si obtenía más del 35% de los votos de los 
electores registrados. En consecuencia, se derogó la enmienda 
y se anuló la candidatura. 

Nuevas reelecciones, viejas soluciones

El martes 9 de mayo, la Corte Suprema volvió a lidiar con ca-
sos similares a los de las provincias anteriormente menciona-
das. Esta vez, la Corte tuvo que analizar candidaturas en San 
Juan y Tucuman. El caso en Tucuman involucra a Juan Manzur, 
que fue vicegobernador de Alperovich entre 2007 y 2015 tras lo 
cual se presentó para ser el mismo gobernador, cargo el cual 
también reeligió. De esa manera, Manzur cumple 16 años entre 
los cargos de Gobernador y Vice Gobernador. La Constitución 
de Tucumán habilita expresamente la posibilidad de que el vi-
cegobernador pase a ser gobernador y se reelija, pero guarda 
silencio sobre si el actual gobernador, después de sus dos man-
datos, puede volver a presentarse como Vicegobernador. Esto 
es justamente lo que Manzur pretende hacer y lo que la justicia 
tucumana lo habilitó a hacer.

En San Juan la situación es relativamente similar. Uñac fue vi-
cegobernador entre 2011 y 2015. Luego de ese periodo ocupó 
consecutivamente el cargo de gobernador entre 2015 y 2023. 
En este año el gobernador presentó su boleta para aspirar a un 
tercer mandato como gobernador de San Juan. La Constitución 
de San Juan establece que el Gobernador puede ser reelegido 
consecutivamente hasta dos veces”. Al hablar de reelección y no 
elección, el oficialismo asegura que una persona puede válida-
mente ocupar el cargo de Gobernador por un término y luego ser 
“reelegido” dos veces. Ese sería el caso de Uñac.

Ante la posibilidad de que sendas candidaturas sean contrarias 
a sus propias constituciones, y citando los precedentes anterior-
mente mencionados, la Corte suspendió ambas elecciones a tra-
vés de medidas cautelares, a la espera de fallar sobre el fondo 
de ambos asuntos. 

III. Los dilemas de la intervención

En este contexto, es posible afirmar que las Cortes de Estados 
Unidos y Argentina muestran una tendencia similar, pero con ve-
locidades diferentes. Ambos países tienen una tradición similar 
en tanto históricamente decidieron no intervenir en los casos en 
los que estuviera en juego la forma republicana de gobierno a ni-
vel provincial. Sin embargo, también es cierto que esta posición 
fue descongelándose en los últimos años, aunque en distintas 
medidas. La Corte estadounidense matizó su posición sobre la 

no justiciabilidad de la cláusula de garantía, mientras que su par 
argentino decidió abandonar su vieja jurisprudencia y así se em-
barcó en la tarea de construir un estándar que pueda ser apli-
cable a casos futuros. La doctrina de las cuestiones políticas 
no justiciables no parece haber dado respuesta a los problemas 
institucionales que aquejan a las unidades subnacionales de uno 
y otro país, por lo que parece que estamos entrando a una etapa 
de mayor intervención de parte de los tribunales superiores.

En Santiago del Estero, la Corte se apartó claramente de su ju-
risprudencia anterior y afirmó que, si bien las provincias podían 
decidir sobre cómo interpretar el derecho local, su interpretación 
no podía ser abiertamente contradictoria con las normas locales. 
Este criterio fue expandido en La Rioja, donde abrió la posibili-
dad de que lo violatorio del principio republicano de gobierno no 
fuera la relación entre la interpretación y el texto local, sino la 
misma constitución provincial. 

Una posible hipótesis de lectura de Santiago del Estero, a la 
luz de la jurisprudencia posterior de la Corte, es que se trató 
de una decisión minimalista. Según Cass Sunstein los tribunales 
deben fallar recurriendo a argumentos mínimos pero suficientes 
para resolver los casos específicos, lo que deja un amplio espa-
cio al debate democrático sobre las cuestiones constitucionales 
(Sunstein 2001). Así, es posible pensar que el estándar de San-
tiago del Estero no es uno que limitaba al principio republicano 
de gobierno al respeto por las normas locales, sino que ponía 
al respeto por el derecho provincial bajo el paraguas del princi-
pio republicano, sin agotar sus dimensiones. Pensar al estándar 
del respeto al estado de derecho de esta forma permite dejar la 
puerta abierta a una intervención más fuerte de la Corte, cuya 
función sea proteger el proceso democrático a nivel provincial 
(Ely 1980).

Ahora bien, un estándar de este tipo no estaría exento de pro-
blemas. Abrir la puerta a una intervención basada en la protec-
ción del juego democrático podría presentar desafíos que fueron 
ya identificados por la Corte de Estados Unidos. Un estándar 
menos claro que el de la no intervención o el del apartamiento 
manifiesto del derecho local podría traer aparejada la dificultad 
de su aplicación a los casos en concreto y por lo tanto volverse 
más difícil de manejar. Esta dificultad fue también identificada 
por Ronald Dworkin, quien criticó a las aproximaciones de este 
tipo al control judicial de constitucionalidad por carecer de una 
clara demarcación del ámbito del procedimiento político y, por 
lo tanto, dejar esta decisión abierta a la decisión de los jueces 
(Dworkin 2012).

Dado el problema de la falta de precisión de un estándar de este 
tipo, sería posible argumentar que utilizarlo daría a la Corte fede-
ral demasiado poder sobre las provincias, lo que violaría la auto-
nomía que el federalismo busca proteger. Sin embargo, también 
es cierto que buena parte del valor del federalismo reside en 
que las comunidades políticas provinciales se autogobiernen, es 
decir en aquello que un estándar procedimentalista busca prote-
ger. Por lo tanto, no es claro que la solución que mejor protege al 
federalismo sea aquella que es más deferente a las decisiones 
tomadas a nivel local, sino que garantizar un sistema plenamen-
te democrático a nivel subnacional puede también ser una forma 
de proteger uno de los valores fundamentales del federalismo.

Conclusión

Es posible apreciar una tendencia a la creciente judicialización 
de la cláusula de la garantía tanto en el derecho estadouniden-
se como en el argentino. La mayor velocidad de este proceso 
en Argentina vuelve manifiestos los problemas que aparecen al 
construir un estándar para el abordaje del republicanismo sub-
nacional. A esta altura de los hechos, resta ver cómo lidian las 
cortes supremas con estos desafíos.



17

Bibliografía

Bidart Campos, Germán J. 2009. Manual de la Constitución Re-
formada, Tomo I. Buenos Aires: Ediar.

Bonfield, Arthur E. 1962. The Guarantee Clause of Article IV, 
Section : A Study in Constitutional Desuetude. Minnesota Law 
Review 46. 513-572.

Dahl, Robert. 1983. Federalism and the democratic process. No-
mos 25. 95-108.

Dworkin, Ronald. 2012. Una cuestión de principios. Siglo XXI

Hart Ely, John. 1980. Democracy and distrust. A theory of judicial 
review. USA: Harvard University Press. 

Hernández, Antonio. 2014. Soberanía y autonomía provinciales 
en la doctrina y en la jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación Argentina. Cuestiones Constitucionales, 
No.31, México

Merrit, Deborah. 1988. The Guarantee Clause and State Auto-
nomy: Federalism for a Third Century. Columbia Law Review 88. 
1-78.

Palermo, Francesco & Kossler, Karl. 2017. Comparative Federa-
lism: Constitucional arrangements and case law. Hart.

Sunstein, Cass R., 2001, One case at a time: judicial minimalism 
on the Supreme Court: Harvard University Press.



18

El voto de las personas privadas de libertad
en el Estado de México

Jonathan González

Director General de Prevención y Reinserción Social

¿Cuántos centros penitenciarios están votando? ¿Cuántos 
electores habilitados a nivel estatal y cuántos electores hay 
en este centro?

Lo que lo que vamos a hacer es un ejercicio en el transcurso de 
la semana donde van a participar 20 centros penitenciarios de 
los 22 que tenemos en el estado.

El conjunto de elegibles son 4864 personas que están en situa-
ción de prisión preventiva. El día de hoy en este centro, que es 
el más grande del Estado, no es el que tiene la mayor cantidad 
de personas en prisión preventiva, pero sí es el más grande del 
Estado, con cerca de 6000, van a participar 612 personas.

Es el primer ejercicio en la historia del sistema penitenciario en 
el Estado de México y en el sistema penitenciario nacional, en el 
que un sistema propiamente participa todos los centros que son 
susceptibles de votación con personas en situación de prisión 
preventiva.

Son 20 centros de 22; los dos centros en los que no hubo partici-
pación es porque tenemos gente en condición de sentenciados, 
que es la penitenciaría modelo y Tenancingo centro.

Aquí el voto es facultativo, es decir, no es obligatorio, 
¿Hubo por parte del centro de coordinación de los centros 
penitenciarios algún programa de educación cívica previo 
al proceso en el que se les informara sobre el tema; cómo 
iban a votar; qué candidaturas, etc.?

Entrevista
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Hubo todo un proceso con el Instituto Nacional Electoral (INE) 
de coordinación en dos aspectos; el primero de aquellos que 
fueron susceptibles de tener una participación con la emisión de 
su voto, que tuvo que ver con todo un procedimiento que inició 
con la firma de un convenio en enero de este año.

Posteriormente hubo un intercambio de información a través de 
biometrías y de ahí fueron descartándose la participación o no 
de diferentes personas. Se descartaba principalmente por el do-
micilio, todos los que van a votar tienen que tener invariablemen-
te domicilio en el Estado de México, porque a lo mejor no tienen 
vigencia en la lista nominal y la propia dinámica en los centros 
que implica las libertades, o los cambios de situación jurídica, 
eso fue lo que lo que disminuyó. Entonces llegamos a este volu-
men de 4984 privados de la libertad. 

¿Qué fue lo que ocurrió a partir de ahí? 

Hubo un proceso de concientización desde el punto de vista de 
la participación cívica de las personas privadas de la libertad, por 
tanto, el área educativa que hay aquí al interior de los centros fue 
la responsable de dar esta educación cívica a las personas, en 
coordinación con el Instituto Nacional Electoral (INE). 

Probablemente uno de los ejercicios más importantes fue la emi-
sión del debate entre las dos candidatas que hay para la guber-
natura, que fue vista por la totalidad de los privados de la libertad 
que van a emitir su voto el día de hoy y en el transcurso de la 
semana.

Al ser 20 los centros penitenciarios, ¿Cómo se distribuyen 
en la semana del voto?

Decidimos dividirlo con base en la operatividad de nuestra, es 
decir, aquellos que tienen mayor volumen de personas suscep-
tibles de voto. 

Son 7 centros de los 20 que concentran el 90% de la votación, 
entonces lo que decidimos fue distribuir estos 5 centros cada día 
de la semana y dos conforme a la proporción de los votantes, 
que es el caso de Texcoco y el centro penitenciario de Cuautitlán 
que están y lunes y viernes, respectivamente. 

El resto de los centros los distribuimos de tal suerte que de lunes 
a viernes, que son 5 días, votarán cuatro centros penitenciarios 
cada día. 
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